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Da pena observar las explicaciones 
de los funcionarios del gobierno 

de la Ciudad de México acerca de 
la violencia que estalló en ese lugar 
el pasado jueves 2 de octubre, en la 
marcha con motivo del 57 aniversario de 
los hechos violentos de Tlatelolco.
Se recordó el movimiento estudiantil 
de 1968, cuando el gobierno de la 
República, desorientado y con pésima 
información, se hizo bolas y no supo 
manejar políticamente el conflicto social 
que lo marcó históricamente.
Lo que se vio el jueves fue a 
manifestantes encapuchados 
saqueando comercios, robando joyerías 
y golpeando sin conmiseración a los 
guardianes del orden, presentes ahí 
para vigilar, supuestamente, que la 

manifestación se desarrollara en orden y 
sin agresiones.
“Una conspiración de la derecha que no 
quiere que el movimiento de Morena 
tenga éxito al frente de la Ciudad de 
México” (sic), dijo uno de los funcionarios 
locales. “Símbolo de libertades y de 
ejercicio de derechos, donde las fuerzas 
del orden se convirtieron en garantes 
de la ciudadanía”, dijo otro. “Del total de 
manifestantes violentos (300), de negro 
y encapuchados, sólo hay un detenido, 
pero se están abriendo expedientes 
con las denuncias de los afectados”, 
con ironía y cierto aire de inocencia 
confirmó otra voz. “Las fuerzas del orden 
no cayeron en la provocación, y eso las 
hace merecedoras de un reconocimiento 
oficial”, remató otro. 

La realidad es que, en este como en 
otros eventos, el Estado de derecho –la 
ley igual para todos– estuvo ausente, y 
los afectados como siempre fueron los 
ciudadanos que nada tienen que ver con 
las manifestaciones y sí mucho que sufrir 
en sus personas y propiedades por las 
agresiones de los vándalos.
Cada año sucede lo mismo con 
las manifestaciones de la CNTE 
(Coordinadora Nacional de Trabajadores 
de la Educación), que paralizan la 
Ciudad de México y afectan servicios 
fundamentales como los aeropuertos, las 
calles y avenidas, el transporte colectivo 
y las oficinas públicas, donde se dan cita 
un gran número de ciudadanos para 
trámites diversos.
Con el tiempo le han tomado la medida 

a los gobiernos para incrementar sus 
logros. Ya lo hicieron con la presidenta, 
cuando dio marcha atrás a la reforma 
del ISSSTE y se vio presionada para 
anunciarles un incremento salarial.
También toman las vías del ferrocarril en 
puertos estratégicos como el de Lázaro 
Cárdenas, en Michoacán, donde la CNTE 
tuvo varada la circulación de mercancías 
del puerto por meses, con los impactos 
económicos y sociales del caso, pero 
nada pasó.
“No vamos a reprimir” es la consigna 
oficial de la presidenta para abajo, 
en cada movilización, hagan lo que 
hagan y afecten a quien afecten. ¿De 
dónde sacarán ese razonamiento? ¿De 
sus antecedentes de izquierda, en su 
mayoría? 
Se trata de una afirmación carente de 
toda visión del estado de derecho y de 
una ausencia total de reconocimiento a 
los derechos de terceros que nada tienen 
que ver. Una verdadera crisis.
Se trata de una visión equivocada y 
conformista de la autollamada 4T. No 
se trata de una disyuntiva política: 
reprimir o no las manifestaciones que la 
Constitución obliga a que sean pacíficas. 
Se trata de poner orden, ejercer la 
autoridad vía la negociación y garantizar 
jurídicamente que se respete a los 
ciudadanos que nada tienen que ver en 
los conflictos y que resultan afectados 
por las acciones de quienes protestan. 
Tampoco se trata de negar el derecho 
a manifestarse, sino apegarse a lo 
establecido por las leyes. Nada más, nada 
menos.
¿Y qué con la circulación de una 
ambulancia con enfermos que es 
interrumpida por los que toman 
las calles?; la demora en el acceso 
a los vuelos en el aeropuerto por la 
obstrucción de las vías de comunicación; 
las pérdidas económicas para todos 
registradas por la interrupción de la 
circulación en las carreteras, por ejemplo.
El estado de derecho y su aplicación en la 
realidad registran un enorme déficit en el 
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